CMCR  Vs Dirección de Sanidad de la Policía Nacional – Seccional Risaralda-. Rad. 66001-31-05-002-2014-00183-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:                       Sentencia del 13 de junio de 2018

Radicación Nro. :

66001-31-05-002-2017-00183-00

Accionante:

CMCR

Accionados:

Sanidad de la Policía Nacional
 

Proceso:

Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Temas: 


DERECHO A LA SALUD /  TRATAMIENTO INTEGRAL / CONCEPTO MÉDICO TRATANTE / Frente a la integralidad del tratamiento ordenado por el a quo, ha dicho la jurisprudencia constitucional que la atención y el tratamiento a que tienen derecho las personas que se encuentran afiliadas al sistema de seguridad social en salud, son integrales, es decir, que debe contener todo el cuidado, suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de diagnóstico, tratamientos de rehabilitación y todo aquello que el médico tratante considere necesario para salvaguardar o recuperar la salud del paciente,  o para minimizar sus padecimiento, de manera tal que pueda llevar una vida en condiciones dignas, sin que,  por cada uno de estos servicios, el paciente se vea avocado a iniciar una acción de tutela.

(…)

Respecto a dicha orden, estima la Sala que ninguna modificación debería sufrir la sentencia de primer grado, toda vez que es claro que resultaba necesario garantizar la prestación del servicio de salud de la señora CMCR de manera tal que no tuviese ésta que acudir a una nueva acción de tutela en caso de que le fuera negada la atención, o se presentara tardanza en la autorización de la órdenes prescritas.   

Pero no sólo esta es la razón para amparar por vía de tutela el tratamiento requerido por la paciente para superar “ESTREÑIMIENTO MULTIFUNCIONAL, INERCIA COLONICA, DISINERGÍA DEFECATORIA”, pues de acuerdo con la jurisprudencia en cita, también se debe tener en cuenta que dichas patologías se encuentra debidamente diagnosticadas por el médico tratante, quien si bien no hace parte de la red de prestadores de servicios de salud de la entidad, su concepto fue avalado por ella hasta el punto que canceló a la paciente parte de los gastos en que ésta incurrió para ser valorada por la especialidad de gastroenterología.  
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Pereira, trece de junio de dos mil dieciocho
Acta N°  0      de 13 de junio de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir al impugnación formulada por SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SECCIONAL RISARALDA contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito dentro de la acción de tutela que le promueve la señora CMCR a esa entidad.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora CMCR que tiene 46 años de edad y desde hace algún tiempo padece de afecciones relacionadas con su sistema digestivo, siendo tratada por el especialista en gastroenterología, quien le diagnosticó estreñimiento multifuncional, inercia colonica, disinergia defecatoria y depresión.
Refiere que debido al estreñimiento crónico que padece ha requerido de tratamiento constante con el especialista del ramo; sin embargo, la entidad le ha negado el servicio instándola a consultar un médico particular, para luego solicitar el reembolso de los gastos en que incurriera con ese fin.

Sostiene que debido a que su salud se encontraba comprometida, agendó cita con un gatroenterologo particular, quien ordenó un procedimiento denominado manometría rectal y tránsito lento con marcadores, servicios cuyo costo también asumió y fueron cancelados por la entidad a excepción de la consulta con el especialista que sólo le fue reembolsado un porcentaje de su costo.

Indica que en atención el resultado de los exámenes realizados, le fue prescrito un programa de terapias de retroalimentación, Biofeedblack Reentrenamiento Defecatorio 20 sesiones y el medicamento Lubiprostone 24 mcg Moviprost vía oral durante 90 días, pero nuevamente la entidad, a través del Comité Técnico  Científico, negó la entrega de los fármacos, guardando silencio respecto a las demás órdenes.
Señala que la actuación negligente de la entidad vulnera sus derechos fundamentales a salud, al debido proceso y a la dignidad humana, por lo que solicita su protección y como consecuencia que se ordene a Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda que proceda a autorizar los procedimiento e insumos que requiere para el tratamiento de la patología crónica que actualmente sufre su sistema digestivo.
TRAMITE IMPARTIDO
Presentada la acción, esta correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, despacho que la admitió y corrió traslado a la entidad accionada para que se pronunciara respecto a los hechos de la acción y ejerciera su derecho de defensa.
Oportunamente la requerida si bien confirmó la condición de afiliada de la demandante al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, indicó que los servicios que ésta requiere no hacen parte del plan de beneficios, por lo tanto deba acudirse al Comité Técnico Científico, para que sea éste órgano quien autorice la prestación de los servicios y la entrega de los insumos prescritos a la paciente.
Indica que al momento de conocer de la existencia del presente proceso, procedió a realizar los ajustes necesarios para darle continuidad a la atención brindada, incluida una nueva valoración en la IPS Gastroelite S.A.S. para identificar el tratamiento que se encuentre dentro del plan de salud ofrecido por esa entidad.
Recalca que ha prestado a la accionante todos los servicios que requiere, por lo que estima que no ha incurrido en la vulneración que se le endilga a través de la presente tutela.

Llegado el día de fallo, el juzgado de conocimiento amparó el derecho fundamental a salud de la actora y ordenó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda autorizar la práctica de “Terapias de retroalimentación, Biofeedblack Reentrenamiento Defecatorio en 20 sesiones” y la entrega del medicamento “Movisprost cap x 24 mcg”, así como tratamiento integral de la enfermedad que padece.
La anterior orden tuvo como fundamento el hecho de que no existe ninguna justificación por parte de la entidad accionada para que haya negado los servicios que requiere la paciente para la recuperación de su salud, pues estima que el argumento consistente en que aquéllos no se encuentren dentro del Plan de Beneficios del Subsistema de las Fuerzas Militares y la intervención del Comité Técnico Científico es una carga que no debe pesar sobre el usuario, máxime cuando ello atenta contra el derecho a la salud y a la luz del principio de integralidad, impide dar continuidad al tratamiento requerido para restablecer o mejorar las condiciones médicas de los pacientes.
Inconforme con lo decido la entidad accionada informó del cumplimiento de la orden de tutela, pero insistió en la autorización previa del Comité Técnico Científico de las órdenes presentadas por la actora, pues es éste el órgano dispuesto para autorizar los servicios que requieran los pacientes y que se encuentren por fuera del Plan de Beneficios del SSMP.
Se duele de que, en consideración a que siempre ha atendido los requerimiento de la paciente, no debió ordenarse el tratamiento integral, por lo tanto, solicita que se revoque la orden y se niegue la protección reclamada.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Debe la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda brindar el tratamiento integral ordenado en la sentencia de primer grado?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.

La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.

Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
En cumplimiento de dicha directriz se dictó el Acuerdo N° 052 de 2013 (abril 1º), “Por el cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP, y se dictan otras disposiciones”, creando adicionalmente el Comité Técnico Científico de Autorización de Medicamentos fuera del Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, siendo criterios para su convocatoria los dispuestos en el artículo 8º, que refieren:

“(…)
a) Que la prescripción del medicamento no incluido en el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, sólo podrá realizarse por un médico u odontólogo especialista habilitado por las Direcciones de Sanidad Hospital Militar Central u Hospital Naval de Cartagena según corresponda.

b) Que la prescripción de estos medicamentos será consecuencia de haber utilizado y agotado las posibilidad terapéuticas del presente Manual, sin obtener respuesta clínica o paraclínica satisfactoria en el término previsto en sus indicaciones, o del observar reacciones adversas intoleradas por el paciente, o porque existan contraindicaciones expresas sin alternativa en el Manual. De lo anterior se deberá dejar constancia en la historia clínica del paciente y en la justificación presentada ante el Comité Técnico Científico. 

c) Debe existir un riesgo inminente para la vida y salud del paciente, lo cual debe ser demostrable y constar en la historia clínica respectiva o en los soportes enviados.  

d) Sólo podrán prescribirse medicamentos que se encuentren debidamente autorizados para su comercialización y expendio en el país. 

e) No se podrán autorizar medicamentos que se encuentren en etapa experimental o no cuenten con la suficiencia científica demostrada para su utilización.

PARÁGRAFO. En el caso de medicamentos que no tengan autorización expresa de INVIMA para indicación o patología requerida, el médico especialista tratante deberá adjuntar el (los) soporte(s) de la evidencia científica del mismo, autorizaciones de otras agencias reguladoras internacionales (EMEA, FDA) y el consentimiento informado firmado por el paciente (Anexo 6).”

2. TRATAMIENTO INTEGRAL. 

Frente a la integralidad del tratamiento ordenado por el a quo, ha dicho la jurisprudencia constitucional que la atención y el tratamiento a que tienen derecho las personas que se encuentran afiliadas al sistema de seguridad social en salud, son integrales, es decir, que debe contener todo el cuidado, suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de diagnóstico, tratamientos de rehabilitación y todo aquello que el médico tratante considere necesario para salvaguardar o recuperar la salud del paciente,  o para minimizar sus padecimiento, de manera tal que pueda llevar una vida en condiciones dignas, sin que,  por cada uno de estos servicios, el paciente se vea avocado a iniciar una acción de tutela.

Al respecto en la sentencia T-022-2011 se afirmó:

 
“la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.”
 (Subrayado fuera de texto).

Recientemente, en la Sentencia T-178-17 esa Alta Magistratura determinó la procedencia de la acción de tutela para solicitar el tratamiento integral y los requisitos que deben observarse para concederse por ésta vía.  Al respecto señaló:

“Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:

(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.

Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su cobertura, en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de otros casos excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones de salud extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, con el fin de superar las situaciones límites que los agobian
”.
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la funcionaria de primer grado amparó los derechos fundamentales de la actora y ordenó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda brindar el tratamiento integral que requiriera, relacionado con la enfermedad que padece, hasta tanto se le prescriba la recuperación total de su salud.

Respecto a dicha orden, estima la Sala que ninguna modificación debería sufrir la sentencia de primer grado, toda vez que es claro que resultaba necesario garantizar la prestación del servicio de salud de la señora CMCR de manera tal que no tuviese ésta que acudir a una nueva acción de tutela en caso de que le fuera negada la atención, o se presentara tardanza en la autorización de la órdenes prescritas.   

Pero no sólo esta es la razón para amparar por vía de tutela el tratamiento requerido por la paciente para superar “ESTREÑIMIENTO MULTIFUNCIONAL, INERCIA COLONICA, DISINERGÍA DEFECATORIA”, pues de acuerdo con la jurisprudencia en cita, también se debe tener en cuenta que dichas patologías se encuentra debidamente diagnosticadas por el médico tratante, quien si bien no hace parte de la red de prestadores de servicios de salud de la entidad, su concepto fue avalado por ella hasta el punto que canceló a la paciente parte de los gastos en que ésta incurrió para ser valorada por la especialidad de gastroenterología.  

También se tiene que dicho especialista determinó el tratamiento a seguir, siendo éste “programa de terapias de retroalimentación, Biofeedblack Reentrenamiento Defecatorio 20 sesiones y el medicamento Lubiprostone 24 mcg Moviprost vía oral durante 90 días” el cual, de acuerdo con el “FORMATO DE SOLICITUD Y JUSTIFICACIÓN ANTE EL COMITÉ TÉCNICO CIENTÍFICO DE PROCEDIMIENTOS, INSUMOS, DISPOSITIVOS U OTROS SERVICIOS MÉDICOS QUE NO HACEN PARTE DEL PLAN DE SERVICIOS MÉDICOS QUE NO HACEN PARTE DEL PLAN DE SERVICIOS DEL SSPM”, visible a folio 19 del expediente,  no tiene equivalentes dentro del SSPM, por lo que no fue utilizado un tratamiento alterno, con la indicación en el mismo formato de que “no hay otra opción”.
Finalmente, cabe indicar que si bien no se tiene noticia en el proceso que la actora ostente la calidad de sujeto de especial protección, lo cierto es que su condición médica se torna en “precaria e indigna”, en tanto que i) la enfermedades que padece y que originaron la interposición de la acción constitucional las padece desde hace 17 años, ii) las consecuencias y síntomas de las mismas han menguado su calidad de vida, dado el “hábito defecatorio hasta de 8 días” –fl 48-, situación que le genera “ansiedad, cefalea, fatigabilidad, hiporexia, con alteración en el sueño, se siente aburrida, nauseas, llanto fácil” y iii) ha agotado todos los tratamiento alternativos, naturales y médicos que le han sugerido, anunciado por los medios de comunicación y prescrito sin resultado alguno.
En ese orden de ideas, no existiendo motivo para revocar el ordinal tercero de la sentencia impugnada la misma será confirmada, con la sola aclaración de cuál es el diagnóstico por el cual se ordena el tratamiento integral.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: ACLARAR el ordinal tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 25 de abril de 2018 el derecho a la salud, en el sentido que el tratamiento integral allí ordenado corresponde a las patologías “ESTREÑIMIENTO MULTIFUNCIONAL, INERCIA COLONICA, DISINERGÍA DEFECATORIA”
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
� Corte Constitucional. Sentencia T-022 de 2011. M.P. Luís Ernesto Vargas Silva. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Ver por ejemplo, las Sentencias T-016 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-574 de 2010 (MP Juan Carlos Henao Pérez).
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